
Opinión

Que lamentable tener que escribir una columna donde los 
cuestionamientos a la ética de la función pública vuelven a ha-
cerse presentes. Y aquello es aún peor cuando el involucrado 
ha sido seleccionado por medio de un concurso de alta direc-
ción pública donde datos tan relevantes como su situación con 
el Estado deberían ser una de las preocupaciones más impor-
tantes al momento de la selección. Con seguridad el lector ya 
tiene alguna idea de quién hablaremos; pero si no fuese así, 
hagamos un resumen del caso.

Martes 15 de julio TVN lanza un reportaje, donde producto 
de una denuncia se indica el pago parcial de las contribuciones 
por parte del actual Director Nacional del Servicio de Impuestos 
Internos (SII) Javier Etcheberry. Si…!! el director que precisamen-
te se ha enfocado en fiscalizar y lograr una mayor recaudación 
por medio de este impuesto, que es una fuente importante de 
recursos para el Estado y también para los municipios.

El caso es que este Director lleva al menos 9 años pagan-
do de forma parcial las contribuciones de una casa construida 
en un condominio cercano a la laguna Acuelo, en la comuna 
de Paine. Aclaramos que al indicar el pago parcial de las con-
tribuciones, nos referimos a que el cuestionado director no 
regularizo su casa ni tampoco las ampliaciones que realizó. 
Sacando cuentas y considerando que el pago por contribu-
ciones se realiza 4 veces al año, y el caso contempla 9 años; 
el director debió pagar cerca de 23 millones de pesos por su 
propiedad, sin embargo, sólo pagó algo más de 7 millones de 
pesos. Las cuentas son claras, defraudo al Fisco con más de 15 
millones de pesos. 

Ahora bien, sabemos que existen casos peores y que incluso 
esos 15 millones pueden ser marginales en comparación a otras 
situaciones vividas en el último tiempo por el Estado. Pero ¿por 
qué es tan importante este caso? La respuesta es simple y a la 
vez gravísima: se trata del Director del Servicio de Impuestos 
Internos, la autoridad encargada precisamente de exigir lo que 
él mismo ha incumplido.

Todo esto abre una brecha con múltiples cuestionamientos. 
¿Quién fiscaliza al fiscalizador? ¿Puede el Estado exigir el cum-
plimiento tributario si su representante máximo en esta materia 
elude su propia responsabilidad? ¿Puede haber justicia si no hay 
coherencia? ¿cómo se garantiza la virtud en el poder?

La verdad es que el daño ya está hecho y no trata solamen-
te de una omisión administrativa, sino de una fractura ética 
que erosiona nuevamente a la función pública. 

Cuando quien exige el cumplimiento de la ley no se some-
te a ella, el mensaje es devastador: “la norma y la ley es sólo 
para los otros y no para mí”. Incluso sus palabras ratifican 
lo anterior, cuando en la misma entrevista el cuestionado di-
rector indica su inocencia y que la culpa recae en el mismo 
servicio que el dirige.

Montesquieu advertía que “el poder debe detener al po-
der”, porque comprendía que todo poder, si no se ve limitado, 
tiende naturalmente a excederse. No se trata de una mera 
afirmación política, sino de una verdad antropológica: el ser 
humano, cuando concentra autoridad sin freno ético ni insti-
tucional, se vuelve propenso al abuso. 

Por eso, la contención del poder no puede descansar úni-
camente en reglamentos, sino también en el ejemplo moral de 
quienes lo ejercen. La ética pública no es un complemento del 
cargo: es su base. Y cuando esa base se agrieta, lo que colapsa 
no es solo una institución, sino la confianza misma en el prin-
cipio republicano de justicia e igualdad ante la ley.

Aunque parezca increíble hasta el termino de mi colum-
na el cuestionado Director no presenta cargos de conciencia 
por su incumplimiento, y por ende, tampoco tiene pensado re-
nunciar. Lo que sí creo, es que corresponde que el Presidente 
de la República le solicite el cargo. De no hacerlo, no solo se 
profundizará la desconfianza ciudadana: se legitimará la 
impunidad.

Las malas prácticas y los recientes cuestionamientos al sistema de sa-
lud, han abierto un debate serio y profundo sobre la forma en que el Estado 
investiga y sanciona las faltas administrativas dentro de sus propios servi-
cios. Hoy tenemos un modelo fragmentado, ineficiente y, en muchos casos, 
profundamente injusto, donde las propias instituciones se ven obligadas 
a investigar las faltas de sus funcionarios, asumir el rol de juez y parte, y 
dictar sanciones que pueden tener consecuencias graves para las perso-
nas involucradas. 

Por eso, es hora de proponer un cambio en las reglas del juego con la 
creación de una Fiscalía Nacional Administrativa, una entidad especializa-
da, técnica y autónoma que asuma la tarea de investigar con rigurosidad y 
equidad los sumarios administrativos en todo el aparato público.

¿Por qué es tan necesaria? Primero, porque el volumen del problema 
ya es insostenible. Hoy existen cerca de 25.000 sumarios en curso, sin con-
tar los procesos habituales que se abren año tras año. Cada servicio público 
involucrado debe destinar personal, tiempo y recursos para investigar, rea-
lizar entrevistas, recolectar declaraciones, contrastarlas, redactar informes 
y formular conclusiones. Esta carga administrativa tiene un costo altísimo 
y poco visible: desvía recursos humanos esenciales de su labor principal. 
Funcionarios que deberían estar atendiendo enfermos en hospitales, ense-
ñando en escuelas, atendiendo público en oficinas públicas o fiscalizando 
el cumplimiento de leyes y normativas, terminan transformados en investi-
gadores amateur. El resultado es un Estado menos eficiente, menos presente 
y menos cercano a la ciudadanía. 

En segundo lugar, existe un problema de competencia técnica. Los fun-
cionarios designados como fiscales en estos procesos muchas veces carecen 
de formación legal o experiencia en investigaciones complejas. En la práctica, 
se esperaría un ejército de abogados expertos para cubrir todos los casos, 
pero eso es imposible. ¿Cómo se supone que organismos como la JUNJI, 
los Servicios de Salud o cientos de municipios con presupuestos limitados 
pueden afrontar este desafío? Muchos ya se han visto obligados a contratar 
abogados externos, con el consiguiente costo para las arcas públicas.

El tercer asunto es aún más grave: la falta de imparcialidad. Hoy, los fis-
cales administrativos y los funcionarios investigados suelen ser colegas en la 
misma organización. Son compañeros de trabajo, parte de la misma cadena 
jerárquica, y a veces incluso amigos. ¿Qué tan justa y objetiva puede ser una 
investigación en ese contexto? El riesgo de empatía indebida, favoritismo o, 
por el contrario, animosidad personal, está siempre presente. Es un escena-
rio que atenta contra el principio básico de justicia: la ecuanimidad. 

Además, cuando las conclusiones de estos sumarios llegan a la autori-
dad del servicio, aparecen presiones políticas y corporativas. ¿Cómo decidir 
con independencia si la persona acusada pertenece al mismo partido polí-
tico, o si hay gremios movilizados defendiendo o atacando al funcionario? 
Es inevitable que se generen decisiones desiguales: casos que duermen 
años hasta prescribir por conveniencia, y otros que se resuelven de ma-
nera express para mostrar “mano dura” con alguien fuera de los círculos 
de confianza.

Si queremos proteger los derechos de las personas, tanto de quie-
nes denuncian como de quienes son denunciados, necesitamos sacar la 
investigación administrativa de la lógica de la familia interna. Debemos 
profesionalizarla, dotarla de criterios técnicos uniformes y someterla a 
estándares de justicia reales. Una Fiscalía Nacional Administrativa, tal 
vez parte de la tan valorada Contraloría General de la República, puede 
ser la solución. Contar con recursos bien asignados y muy costo-eficien-
tes, permitiría precisamente centralizar y especializar la investigación 
sumarial, garantizando procesos más rápidos, transparentes y justos. 
Además, ayudaría a establecer sanciones proporcionales y fundamenta-
das, reforzando la confianza ciudadana en el Estado y desincentivando 
las malas prácticas.

En un país que aspira a modernizar su gestión pública, no podemos 
seguir postergando esta discusión. Una Fiscalía Nacional Administrativa es 
una necesidad democrática y una garantía básica de protección de los dere-
chos de las personas y de la imagen y seriedad de nuestras instituciones. 

En el Congreso Nacional se impulsa un nuevo 
proyecto de ley que busca proteger y resguardar 
a las personas mayores, especialmente a aquellas 
que se encuentran en situación de vulnerabili-
dad o abandono.

La iniciativa legislativa se funda principalmen-
te en una serie se cifras que son preocupantes, 
especialmente teniendo en cuenta el envejeci-
miento de la población chilena. En el primer 
semestre de 2025, más de 11 mil 700 personas 
mayores fueron abandonadas en recintos hospi-
talarios luego del alta médica, el 14% de quienes 
tienen 60 años o más viven solos y carecen de red 
familiar de apoyo y, lo más alarmante, el 43% de 
quienes se encuentran en situación de calle son 
de este grupo etario.

Diversos factores contribuirían a estas cifras, 
por ejemplo, el componente económico, que inci-
de en el acceso a cuidados apropiados requeridos, 
pero quizás el tema de fondo y que este proyec-
to pretende abordar, es la escasa responsabilidad 
de algunas familias.

El proyecto “Hijito Corazón”, que busca asegu-
rar el cuidado y soporte económico de personas 
mayores que son padres, pretende centrarse 
una serie de principios fundamentales, como la 
creación de un procedimiento especial ante los 
juzgados de familia para revisar y sancionar ca-
sos de maltrato y abandono.

Nuestro ordenamiento jurídico contempla un 
procedimiento especial de violencia intrafamiliar, 
que permite conocer situaciones de abandono y 
maltrato hacia personas mayores, siempre que se 
pueda reconocer un vínculo familiar entre víc-
tima y denunciado, sin embargo, las sanciones 
requieren ser endurecidas. Frente a una violen-
cia sistemática y física, se podría configurar el 
delito de maltrato habitual, pasando a intervenir 
derechamente los juzgados de garantía.

El proyecto también incluye el ámbito clíni-
co, reconociendo el derecho de acompañamiento 
para las personas mayores en contextos de hos-
pitalización. Esto sería un avance en la materia, 
pese a que existe una convención internacional 
que ya lo establece.

El último pilar y, quizás el más relevante, se 
vincula con el endurecimiento de las sanciones 
en el caso de abandono, un progreso en la mate-
ria considerando las cifras antes expuestas.

Esta iniciativa legal está en el primer trámite 
legislativo y su destino próximo depende de la 
urgencia y prioridad que el Congreso le otorgue, 
promoviendo así seguir avanzando en el resguar-
do, protección y dignidad de este grupo etario, 
como lo sustenta en la Convención Interamericana 
sobre la Protección de los Derechos Humanos de 
las Personas Mayores.
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